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activi~ades profesionales, s~etiéndolas a la previa obtención de !lna
autonzación C! lícencia administrativa o a la superación de cíertas
prue~s de aptl1u.d. ~ero, como ~ acaba de señalar, la exigencia de tales
reqUlSltOS, autonzaclones, habIlttaciones o pruebas no es en modo
alguno, equiparable a la creación o regulación de los titulos profesiona~

les, a que se refien: el arto 149.1.30 de la Constitución, ni guarda relación
con la competem:la que este precepto constitucional reserva al Estado.

4. A este ulúmo género de requisitos necesarios para el ejercicio de
una actividad profesional responde la convocatoria de exámenes para la
habilitación de guias y guías-intérpretes que regula la Orden de la
Diputación Regional de Cantabria objeto del presente conflicto de
competencia. En efecto, las actividades profesionales de guías y guias·
intérpretes de turismo no son profesiones títuladas, puesto que ninguna
norma con rango de Ley las ha configurado como tales, lo quesería
preceptivo en este momento, ni como tales las consideran las normas
preconstitucionales vigentes, a las que no alcanzaba la exigencia de
rango legal. En concreto, la Orden de 31 de enero de 1964, que aprobó
el Reglamento regulador del ejercicio de actividades turístic<rinformati·
vas privadas (yen cuya aplicación se dicta la Orden ahora cuestionada),
establece que, como regla general el ejercicio de las actividades de guia
y guía·intérprete no requiere un título profesional específico, sino un
nombramiento oficial que se obtiene tras superar determinados exáme·
nes, mediante los Que se demuestra la capacidad y conocimiento de los
interesados, y que autoriza el desempeño de aquellas actividades en
zonas territoriales concretas y especificadas en el propio acto de
nombramiento o habilítación; ello sin perjuicio de que quienes estén en
posesión del título expedido por la Escuela Oficial de Turismo se hallen
facuHados para ejercer la actividad profesional de guía-intérprete de
Turismo y puedan obtener la correspondiente «tarjeta de identídad», sin
necesidad de cumplir otros requisitos. posibilidad ésta no excluida por
la Orden autonómica que aquí se discute. De otra parte, la exigencia de
estar en posesión de un titulo académico de «Bachiller Elemental» (hoy
en día, Graduado Escolar o equivalentes) para poder concurrir a los
exámenes de guía de turismo, así como de un título de «Bachiller
Superior» (hoy BUP o equivalentes) para poder optar a las pruebas para
guia-intéprete, que impone el citado Reglamento estatal, no puede
entenderse como eLconferimiento a dichas actividades del carácter de
profesiones tituladas, sino sólo como la acreditación previa de ciertos
niveles de conocimientos que permitan seleccionar con algún rigor o
seriedad los candidatos a las pruebas de habílitación de aquellas
actividades intervenidas; teC':' ,.110 si perjuicio también de que la Orden
autonómica establezca o respete esos mismos requisitos de titulación o
nivel educativo.

En consecuencia, la habilitación que esta última Orden regula no es
un título profesional, ni puede ampararse en el art. 149.1.30 de la
Constitución la pretendida competencia estatal para regular sus condi­
ciones de obtención. Por el contrario, se trata de una licencia subsi·
guiente a la acreditación de ciertas aptitudes y conocimientos relaciona­
dos con la actividad turistica, cuyo otorgamiento está directamente
vinculado al interés público en la ordenación del turismo, que corres·
ponde titular a la Comunidad Autónoma en su territorio.

5. Alega el Abogado del Estado que la disposición autonómica
infringe, asimismo, ·el principio de igualdad, reconocido con alcance
general en el art. 14 de la Constitución, y, con carácter específico, en el
arto 23.2, en relación con el acceso a los cargos y funciones públicas.
Pero, con independencia de que no es fácil comprender la invocación,
en este caso, del art. 23.3 de la Constitución, pues la Orden autonómica
no regula las condiciones de acceso a ningun cargo o función pública, y
ap.arte ta~bi~n .de Q~e no se .observa e.n dicha regulación ninguna
clausula dlscnmmatona, es precIso advertir que en los procesos consti·
tucionales a que dan lugar los conflictos positivos de competencia no
pueden hacerse valer Otros motivos de inconstitucionalidad de los actos
o disposiciones impugnados que los que atañen a la vulneración de las
reglas constitucionales y estatutarias de distribución de competencias.

Es cierto, sin embargo, que en la reserva al Estado de la competencia
~nunciada en el art. 149.1.30 de la Constitución subyace el principio de
19u~lda~ de derechos de todos los españoles en cualquier parte del
temtono del Estado (art. 139.1 de la Constitución}. y que, por lo
misf!lo, dicho principio está estrechamente vinculado a aquella compe­
tencia (STC 82/1986, fundamento jurídico 12). Pero no cabe admitir sin
más, Que por la sola apelación al principio de igualdad, corresponda al
Estado. en R;usencia de otro título competencial específico, la regulación
de las condiciones de acceso y ejercicio de toda actividad profesional
pues ello chocaría abiertamente con lo dispuesto en el art 149.1.30, qU~
no reserva al Estado el control o la habilitación de cualesquiera
actividades profesionales, sino sólo le encomienda la regulación de las
condiciones de obtención, expedición y. homologación de los títulos
profesio~ales,en ~l sen.tido propio que ha de darse a este concepto y que
ya expusImos mas amba.
~ otJ1' lado, la consideració.n. de~ principio de igualdad tampoco

llevana a. mterpretar que las hablhtaclOnes Que regula la Orden objeto
del conflicto enganan con aquella reserva de competencias al Estado
sobre los titulas profesionales, extendiendo más allá de su tenor literal
el alcance de este concepto. Y menos aún puede entenderse que la
Comunidad Autónoma haya excedido con ello el ámbito de sus
atribuciones; invadiendo, de algun modo, los intereses supracomunita­
ri<:,s. En efecto, segUn la legislación estatal, las habilitaciones o nombra·
mlentos de guias y guías-intérpretes de turismo facultan a quienes los
obtienen paTa ejercer su actividad profesional en una zona determinada
y ~ucida del territ01jo nacional, pero no en todo él, pues lo que se
eXige ,de. tales profesIOnales eS, aparte de poseer unas aptitudes y
c:onOClmlentos comunes., una especialización en la geografia, historia,
hteratura, arte, folclore, tradiciones y demás peculiaridades de interes
turístico propias del lugar o de las zonas donde han de ejercer sus
actividades. A ese mismo criterio responde la regulación contenida en la
Ode.n. de la C;omunidad Autónoma de Cantabria, que. por lo demás, no
hablhta a Quienes superen los exámenes que establece para ejercer como
guias o guías-intérpretes en otras Comunidades Autónomas, De todo
ello se sigue que la citada Orden no ha invadido las competencias del
Estado.

6. Con arreglo a lo dispuesto en el arto 95.2 de la Ley Orgánica del
Tribunal Constitucional, procede que declaremos no haber lugar a la
condena-en costas al Estado solicitada por la representación del Consejo
de Ga;bierno de la Diputación Regional deCantabria, por no apreciarse
temendad o mala fe.

FALLO

En atención a todo 10 expuesto el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
EsPAÑOLA,

Ha decidido

Que.la !-itularidad de la competencia ejercida mediante la Orden de
24 de J.Unl~ de 1984,. de la Consejería de Industria, Transportes y
ComumcaC;lOnes y Tunsmo, del Consejo de Gobierno de Cantabria, de
convocato~a de exámenes para guías y guias-inté~tes. corresponde a
la Comumdad Autónoma de Cantabria.

Dada. en Madrid a. seis de julio de mil novecientos ochenta y
nueve.-Flrm~do.-Franclsco Tomás y Valiente.-Francisco Rubio LJo­
rente.-Antomo Truyol Serra.-Fernando Garcia·Mon y González·Regue­
ral.-Ca:r_Ios de la Vega Benayas.- Eugenio Díaz Eimil.-Miguel Rodri·
guez-Pmero. y .Bravo·Ferrer.-Jesus Leguina VilIa.-Luis López
Gue~.-Jos: L~ls de 1€?S Mozos y de los Mozos.-Alvaro Rodríguez
BereIJo.-Jose Vicente Glmeno Sendra.-Firmados y rubricados.

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

La Sala Segunda del Tribunal ConsHtucional. compuesta por don
Franci.sco ~ubi? ~Iorente, ~esidente: don A.ntonio Truyol Serra, don
Eugemo Dlaz ElmlL don MIguel Rodríguez-Prnero y Bravo·Ferrer. don
José Luis de los Mozos y de los Mozos y don Alvaro Rodríguez Bereijo
Magistrados, ha pronunciado '

17488 Sala Segunda. Sentencia 123/1989, de 6 de fui/o. Recurso I

de amparo 1.05211987. Contra prm'idencia del Juzgado de
Primera 1nstancla numero 1 de Eida, inadmlt1endo la
personación de la Sociedad recurrente en la fase de ejecu­
ción de sentencia dictada en procedimiento de desahucio.
Supuesta indefensión por falta de emplazamiento.

SENTENCIA

En el recurso de amparo numo 1.052/87, promovido por la Sociedad
Anóm.ma Laboral «La. Cachimb3», representada por el Procurador de
los Tnbunales don Fehpe Ramos Arroyo y dirigida por el Letrado don
Juan Manuel Cepeda López; contra providencia de 13 de junio de 1986
dictada por el Ju~~do de Primera Instancia mim. 1 de los de Elda, po~
l~ que .r:'0 se admitiÓ la ~rsonac:ión de la Sociedad recurrente en fase de
eJeCUClon de la SentenCIa dictada en el procedimiento de desahucio
numero 129/85.

Han comparecido el Ministerio Fiscal y doña Elvira y doña Maria
Isabel Porta Casanova_ representadas por la Procuradora de los Tribuna­
les. d?ña Co~suelo R.odríguez Chacón y dirigidas por la Letrada doña
Cnstma Munoz-ZafnlJa Palomares.

Ha sido ponente el Magistrado don Francisco Rubio LJorente, quien
expresa el parecer de la Sala.
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l. Antecedentes

1. Don Felipe Ramos Arroyo, Procurador de los Tribunales,
actuando en nombre y representación de la Sociedad Anónima Laboral
«La Cachimba», dedujo recurso de amparo ante el Juzgado de Guardia
el dia 27 de julio de 1987. registrándose en este Tribunal el día 29 del
mismo mes. El recurso se dirige contra la providencia del Juzgado de
Primera Instancia núm. 1 de los de Elda. de 13 de jumo de 1986. por
la que no se admitió la personacíón de la Sociedad recurrente en fase de
ejecución de la Sentencia dictada en el procedimiento de desahucio
numero 129/85, providencia confirmada posteriormente en reposición
por Auto del propio Juzgado de 28 de junio de 1986, yen apelación por
Auto de la Audiencia Territorial de Valencia de .2 de julio de 1987.

2. Los hechos en que se fundamenta la demanda de amparo son,
en síntesis, los siguientes:

a) La Sociedad Anónima Laboral «La Cachimba~~ era subarrenda·
taria del local de negocio sito en la planta baja del num. 17 de la calle
Jardines de Elda, en virtud de contrato de subarriendo suscrito con el
arrendatario del citado local don Elov Pastor Gonzálvez.

b) Con fecha 13 de mayo de i986, el citado don Eloy Pastor
Gonzalvez comunicó notarialmente a la Socíedad recurrente que,
habiéndo sido requerido para el desalojo de! local en ejecución de la
Sentencia dictada en el procedimiento 129/85 del Juzgado de Primera
Instancia núm. I de los de Elda, rogaba a dicha Sociedad procediera al
desalojo en el término legal concedido.

c) Ante la citada comunicación, «La Cachimba» presentó escrito de
personadón en el mencionado Juzgado y para el procedimiento de
desahucio núm. 129/85, en el cual. además de solicitar la personación,
ya se invocaba la infracción del art. 24 de la Constitución, solicitando,
de conformidad con el art. 238.3.° de la Ley Orgánica del Poder Judicial,
la nulidad de todas las actuaciones a partir de la admisión a trámite de
la demanda.

d) Con fecha 13 de junio de 1986. el Juzgado de Primera Instancia
dictó providencia declarando no haber lugar a tener por personada a la
representación de la hoy demandante de amparo. Recurrida dicha
providencia en reposición, el recurso fue desestimado por Auto de 28 de
junio.

e) Contra el referido Auto, la representación de «La Cachimba»
interpuso recurso de apelación, cuyo conocimiento correspondió a la
Sala Segunda de lo Cívil de la Audiencia Territorial de Valencia,4a que,
por Auto de 2 de julio de 1987. lo desestimó. .

3. Segun la Sociedad demandante de amparo, las resoluciones
judiciales que combate han vulnerado su derecho a obtener tutela
judicial efectiva sin que, en ningún caso. pueda producirse indefensión.
Tal vulneración habría sido causada, según su criterio. por no habérsele
permitido la personadón en el procedimiento de desahucio, cuyo objeto
era la resolución del contrato de arrendamiento del local de negocio del
que era subarrendataria, personación que intentó cuando tuvo conoci­
miento de la gravedad del citado procedimiento y sus consecuencias.

La indicada negativa le ha causado, continua argumentando la
Sociedad demandante, una indefensión absoluta. en primer lugar, por no
haber sido demandada como entidad que ocupaba, en cuando subarren·
dataría, el local de negocio objeto de la litis y, posteriormente, por
cuanto en el momento en que tuvo conocimiento del citado procedi­
miento, se le negó la posibilidad de personarse en el mismo. privando­
sela del derecho constitucíonal consagrado en el art. 24, I de la
Constitución, precepto que, en consecuencia. ha sido vulnerado dos
veces, lo que se ha traducido en la privación de su derecho a la defensa,
con los graves perjuicios que el lanzamiento acordado y ejecutado le ha
acarreado; por tal circunstancia, solicita indemnización de los daños y
perjuicios irrogados, que cifra en 25.0(nOOQ de pesetas.

4. Por providencia de la Sección Primera de este Tribunal. de 9 de
diciembre de 1987, se acordó poner de manifiesto a la Sociedad actora
y al Ministerio Fiscal la posible existencia de las siguientes causas de
inadmisibílidad:

La La del art. 50.1, a), en relación Con el 44,2, ambos de la Ley
Orgánica de este Tribunal, por presentación de la demanda fuera de
plazo; debiendo justificar. en todo caso, la parte demandante. la fecha
de notificación de la resolución que puso fin a la vía judicial.

2.a La del arto 50.1, b), en relación con el 44,1 c), ambos de la misma
Ley Orgánica, por no aparecer que se hubiera invocado en el previo
proc~ judicial el derecho constitucional alegado como vulnerado.

3.a La del art. 50.2. b), de la Ley Orgánica citada. por cuanto la
demanda pudiera carecer manit1estamente de contemdo que justificase
una decisión sobre el fondo por parte del Tribunal Con'ititucional.

Presentados, en tiempo y forma, por «La Cachimba» y el Ministerio
Fiscal sus respectivos escritos de alegaciones, y habiendo aquélla
acreditado haber interpuesto el recurso de amparo dentro de plazo, e
invocado en la vía judicial previa el derecho constitucional cuya
vulneración fundamenta su pretensión de amparo, la Sección Primera,
por providencia de 1 de febrero de 1988, acordó admitir a trámite la
demanda de amparo y remitir comunicación a la Sala Segunda de lo

Civil de la Audiencia Territorial de Valencia interesando la remisión de
cemficación o fotocopia adverada de las actuaciones correspondientes al
rollo toncado baJO el num. 638/1986 para sustancIar el recurso de
apelación en su día interpuesto por la Sociedad demandante de amparo
contra el auto dictado por el Juzgado de Primera Instancia núm. 1 de
los de Elda, y de este Juzgado la remisión de certificación o fotocopia
adverada de las actuaciones correspondientes a los autos de arrenda­
mientos urbanos seguidos al numo 129/1985, asi como el emplazamiento
de quienes hubiesen sido parte en la vía judicial, con excepción de la
Socíedad demandante de amparo y de quienes quisieren coadyuvar con
la misma o formular cualquier impugnación y les hubiere transcurrido
el plazo que para recunir establece la Ley Orgánica del Tribunal
ConstitucionaL a fín de que en el plazo de diez días pudieran
comparecer en este procedimiento constitucional y sostener sus dere­
chos.

5. Por escrito presentado el dia 7 de abril de 1988, compareció la
Procuradora de los Tribunales doña Maria Consuelo Rodriguez Chacón,
actuando en nombre y representación de doña Elvira y dona Maria
Isabel Porta Casanova.

Recibidas las actuaciones reclamadas. por providencia de 25 de abril
de 1988, la Sección Segunda, tras acordar tener por comparecidas y parte
en el procedimiento a las citadas doña Elvira y doña Maria Isabel Porta
Casanova y acusar recibo de las actuaciones remitidas por los órganos
judiciales remitentes, decidió, de conformidad con el arto 52.1 de la Ley
Orgánica del Tribunal Constitucional, dar vista de las actuaciones
recibidas por plazo común de veinte días a las partes personadas y al
Ministerio Fiscal, para que formularan las alegacíones que tuvieran por
convenientes.

6. Dentro del plazo concedido en la providencia citada en último
término, la Sociedd demandante de amparo ratificó y reiteró los
fundamentos de Derecho invocados en su demanda.

Por escrito presentado el día 20 de mayo de 1988, la representación
de doña Elvira y doña Man'a Isabel Porta Casanova alegó, en síntesis:

a) La Sociedad demandante de amparo carece de legitimación para
la interposición de este recurso. De conformidad con lo establecido en
el art. 46 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, la legitimación
para interponer el fe(:urso de amparo contra actos del poder judicial
viene atribuida a quienes hayan sido parte en el proceso judicial
correspondiente. La jurisprudencia del Tribunal Constitucional ha
matizado la precedente previsión legal señalando que en el recurso de
amparo estan legitimados para su interposición no sólo quienes hayan
sido pane en el proceso. sino también aquellos que debiendo legalmente
haber sido parte no lo fueron por causa no imputable a ellos y los que,
habiendo pretendido razonablemente ser parte, no lo obtuvieron.

Pues bien, en el caso debatido, continuan argumentando, «La
Cachimba» no fue parte en el proceso porque no quiso serlo, pues tuvo
conocimiento de la existencia del procedimiento durante la tramitación
del mismo en la primera instancia, ya que don Arturo Cañizares Pérez,
Consejero Delegado de la Sociedad Anónima Laboral «La Cachimba»,
declaró como destigo a instancia del arrendatario demandado como
muy acertadamente razona la Audiencia Territorial de Valencia en su
Sentencia, en el caso debatido la indicada Sociedad no podia legalmente
ser parte en el proceso arrendaticio.

b) No se ha infringido el art. 24.1 de la Constitución puesto que la
Sociedd demandante ha tenido acceso a la tutela efectiva de los Jueces
y Tribunales. se han examinado sus pretensiones, pero lo que no ha
obtenido ha sido una resolución acorde con sus deseos. Fue oída por el
Juez de Primera Instancia cuando solicitó la personación. igualmente
por la Audiencia Territorial de Valencia en el recurso de apelación,
resolviendo ambos órganos jurisdiccionales sobre su solicitud de perso­
nación en los autos. Igualmente, su alegación de que debió ser
demandada en el proceso de resolución del contrato de arrendamiento
del local que ocupaba sin autorización de las propietarias, fue discutída
ante la Audiencia Territorial y resuelta por ésta. Concluyen las oposito­
ras al amparo solicitado que no se ha producido indefensión ni ha
habido privación de la tutela efectiva. sino que lo que se ha dado ha sido
una resolución conforme a Derecho que no responde a los intereses de
la Sociedad recurrente, procediendo, en consecuencia, la desestimación
del recurso.

7. El Fiscal ante el Tribunal Constitucional, por escrito presentado
el día 19 de mayo de 1988, interesó del Tribunal Constitucional la
desestimación del amparo solicitado por entender que no se ha
producido vulneración del derecho fundamental a la tutela judicial
efectiva consagrado en el art. 24.1 de la Constitución, al no existir la
indefensión pretendida.

Según el Ministerio PUblico, de las actuaciones procesales se deduce
claramente que el Presidente de la Sociedad Anónima Laboral ~~La

Cachimba», aetora del amparo, conocía el proceso, pues dicha Sociedad
depuso como testigo por medio de su Consejero delegado, que negó en
la declaración su condición de subarrendatario. No se ha producido,
continúa argumentando el Ministerio Fiscal, la indefensión alegada.
pues la Sociedad actora debió, en el momento procesal en que conoció
la existencia de la demanda de resolución del contrato de arrenda·
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miento, comparecer ante el Juzgado solicitando y pretendiendo ser
tenida por parte, para defender sus derechos. Siendo doctrina del
Tribunal Constitucional Que no existe indefensión si ésta se debe a la
inactividad procesal de la parte, concluye el Fiscal ante este Tribunal. no
se ha producido, por las circunstancias expuestas, la vulneración
constitucional que se denuncia.

S. Mediante providencia de 19 de junio de 1989, se señaló para
deliberación y votación el día 3 de julio siguiente, nombrándose
Ponente al Magistrado excelentísimo señor don Francísco Rubio Llo·
rente.

n. Fundamentos juridícos

1. La representación procesal de dona Elvim y dona María Isabel
Porta Casanova opone como obstáculo procesal a la viabilidad de la
protensión de amparo ejercitada por la Sociedad Anónima Laboral «La
Cachimba», la falta de legitimación de ésta para interponer este recurso.
Procede, en consecuencia, con carácter previo al examen de la cuestión
de fondo suscitada con la interposición del recurso, examinar la alegada
excepción procesal que, de comprobarse su efectiva concurrencia,
constituiría motivo de desestimación del amparo solicitado. lo que haria
innecesario el enjuiciamiento de aquella cuestión de fondo.

La indicada excepción no puede ser acogida. pues, con independen~

cia de que tal y como plantean su tesis las oponentes al amparo
solicitado -«La Cachimba» no fue parte en f"l proceso por causas
exclusivamente imputables a ella y, en cualquier caso, legalmente no
podía ser parte en el mismo- están introduciéndose directamente en la
cuestión de fondo objeto de este recurso de amparo, tampoco el art.
46.1, b) de la Ley Orgánica de este Tribunal puede ser entendido de
manera estrictamente literal, sino que ha de entenderse que la legitima­
ción para interponer un recurso de amparo corresponde a la persona
directamente afectada y como persona afectada debe ser calificada el
titular del derecho subjetivo· vulnerado o presuntamente vulnerado
(STC 141/1985), o. como dice el arto 162.1, b) de la Constitución, quien
invoque un interés legítimo cualificado o específico (SSTC 60/1982 y
67íl986). No cabe la menor duda de que la Sociedad Anónima Laboral
~<La Cachimba», en cuanto ocupante del local objeto de la relación
arrendaticia cuya resolución se instó en la via judicial, cualquiera que
fuere el titulo por virtud del cual efectuaba tal ocupación, ostenta un
interés legitimo sobre la cuestión debatida, con independencia de la
conclusión a que se pueda llegar sobre la necesidad o no de su llamada
al proceso en que aquella cuestión se discutió. interés le~ítimo cuyo
concepto, de otro lado, es más amplío que el de interés directo (SSTC
60/1982 y 67/1986). Como quiera que la vulneración constttucional
invocada se fundamenta en la circunstancia de no haberse permitido a
la Sociedad recurrente ser parte en el referido proceso. no puede
sostenerse con seriedad que no esté aquélla legitimada para la interposi­
ción de este recurso de amparo,

2. Puesto que la Entidad recurrente goza de legitimación para la
articulación de este recurso de amparo, procede a continuación exami­
nar la cuestión de fondo suscitada.

Sin necesidad de entrar a examinar si en los supuestos en que se
ejercita una acción de resolución del contrato de arrendamiento de local
de negocio con fundamento en la casusa 2,a del arto 114 de la Ley de
Arrendamientos Urbanos -subarriendo de la vivienda o local de negocio
de modo distinto del autorizado en el capítulo tercero de la propia Ley­
es preciso demandar también al subarrendatario, extremo éste sobre el
Que el Juzgado de Primera Instancia núm. I de los de Elda y la Sala
Segunda de lo Civil de la Audiencía Territorial de Valencia llegaron en
sus respectivas Sentencías a soluciones contradictorias. pero aun cuando
se concluyera Que se debió llamar al proceso a la Sociedad ocupante del
local litigioso a fin de Que pudiera hacer valer sus derechos e intereses
legítimos frente a la pretensión de las arrendadoras, el presente recurso
de amparo no puede prosperar.

En efecto, el derecho a la defensa reconocido en el arto 24.1 de la
Constitución, como tantas veces ha afirmado este Tribunal. implica la
posibilidad de un juicio contradictorio en que las partes puedan hacer
valer sus derechos e intereses legítimos, por ello es necesario que sean

traídas al proceso todas aquellas personas que puedan verse afectadas en
aquellos derechos e intereses por la resolución que se dicte en su Seno,
de modo que si la llamada al proceso no se produce, esto es, si el
interesado no es emplazado, pnvándosele de la posibilidad de alegar y
probar en contradicción con la pretensión que incide sobre sus derechos
e intereses, con infracción de los principios de audiencia bilateral y
contradicción, se desconocería el derecho fundamental consagrado en el
art. 24. I de la Constitución.

Ahora bien, si lo anterior es cierto, no 10 es menos que no toda
resolución judicial dictada «inaudita parte)) implica necesariamente
vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva por causar indefen­
sión, pues la indefensión Que proscribe el arto 24.1 de la Constitución es
la material, esto es, la que se traduce en una real privación o limitación
del derecho de defensa como directa consecuencia de una acción u
omisión del órgano judicial, pero no aquella que es imputable al propio
interesado que no actuó con la diligencia exigible para comparecer en el
proceso tras conocer por otros medios distintos del emplazamiento la
existencia del proceso, o que, pese a tal conocimiento, adoptó una
actitud pasiva con el fin de obtener una ventaja de la marginación
procesal en la que se encontraba (SSTC 56/1985, 150/1986, 141fl987,
182/1987,24/1988, 163/1988, 194/1988 Y 228/1988).

En el presente supuesto. la Sociedad aetora afirma que tuvo
conocimiento de la existencia del proceso judicial cuando el arrendatario
le comunicó por conducto notarial la necesidad de proceder al desalojo
del locaL Pero ello no es cierto. Si se examinan con detenimiento las
actuaciones procesales desarrolladas ante el Juzgado de Primera Instan­
cia se constata Que en período probatorio depuso como testigo del
arrendatario-demandado don Antonio Cañizares Perez (folía lIt) quien,
como aparece en la escritura de poder que la Sociedad Anónima Laboral
«La Cachimba» aportó junto con el escrito por el que intentó personarse
en las actuaciones (folio 253), es el Consejero Delegado de la citada
Sociedad. Es daro, pues, que ésta, hoy demandante de amparo, tuvo
conocimiento de la existencia del proceso en el que se ventilaba la
resolución del contrato de arrendamiento del local de negocio que
ocupaba. no en el momento en Que afirma en la demanda de amparo,
sino mucho antes, durante la tramitación deljuicio en primera instancia.

Si no compareció .en autos en dicho momento, dejando que el
procedimiento siguiera su curso hasta dictarse Sentencia en ambas
instancias y procederse a la ejecución de lo resuelto, ello es exclusiva­
mente imputable a su propia desidia y falta de diligencia, aptitud pasiva
que adQptó porque tal vez convenía a sus intereses, como lo pone de
manifieSto el que en su declaración testifical el señor Cañizares negara
que la Sociedad de la Que es Consejero Delegado fuera subarrendataria
del local de negocio litigioso, condición que, por el contrario, hoy invoca
ante este Tribunal para fundamentar su pretensión de amparo. En
consecuencia, si alguna indefensión ha sufrido la Sociedad demandante,
ello es exclusivamente imputable a su conducta, por lo que en modo
alguno, de conformidad con la doctrina de este Tribunal expuesta «ut
supra», puede sostenerse que en el caso debatido haya sido vulnerado el
arto 24.1 de la Constitución.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional. POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN DE LA NACiÓN
EsPAÑOLA.

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por la Sociedad Anónima Laboral «La
Cachimba».

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid,.a seis de julio de mil novecientos ochenta y
nueve.-FrancIsco RublO L1orente.-Antonw Truyol Serra.-Eugenio Diaz
Eimil.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer.-José Luis de los
Mozos y de los Mozos.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Ante mí: Antonio
Docavo Pan.-Firmados y rubricados.
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En la página 7, primera columna, párrafo 3. ultima línea, donde dice:
«treinta días», debe decír: «veinte días».

Advenidos errores en el texto de la Sentencia número 82/1989, de
9 de mavo, del Tribunal ConstituCionaL publicada en el suplemento al
«Boletin-Oficial del Estado» número 140. de 13 de junio, se transcriben
a continuación las oportunas correcciones:

CORRECC/ON de errores en el [cxto de la Sentencia
número 81/1989, de 8 de mavo, de! Tribunal Constifucio­
nal, publicada en el suplenú>flto al {I Boler(fl Ofícial del
Estado>1 número 140, de 13 de junw

Advertidos errores en el texto de la Sentencia número 81/1989. de
8 de mayo, del Tribunal Constitucional. publicada en el suplemento al
«Boletin Oficial del Estado» número 140. de 13 de íunio. se transcriben
a continuación las oportunas correcciones: .

En la página 4, segunda columna, párrafo 2. última linea. donde dice:
«las siguientes relaciones:», debe decir: «las sigUIentes alegaciones:}).

En la página 5, segunda columna, párrafo 5. penúltima línea, donde
dice: «pues que se». debe decir: «puesto que se».

17490 CORRECCIOl\;' de errores en el texto de la Sentencia
número 82/1989, de 9 de mayo, del Tribunal ConslÍtucio­
nal. publicada en el suplemento al {(Bolet¡"n Qficzal de!
Estado» número 140, de 13 de Junio.


